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A mis padres, y a Antonio, por supuesto





El reconocimiento constitucional del derecho a una vivienda digna 



1.  Introducción

Antes de entrar en el análisis del régimen fiscal otorgado a la vivienda habitual en nuestro sistema tributario y, más en concreto, en el seno del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas se hace necesario realizar alguna consideración previa sobre el fundamento constitucional de la especial protección que el ordenamiento tributario ofrece a este tipo de bien inmueble.

Al respecto, el texto constitucional se refiere directa o indirectamente a la vivienda en tres ocasiones. Ningún otro elemento material o físico provoca tan numerosa intervención por parte de la Norma suprema de nuestro Ordenamiento.

El vigente texto constitucional garantizará determinadas libertades públicas asociadas con la vivienda de las personas, inspiradas en las reflejadas en las Constituciones liberales del siglo XIX. Así, por ejemplo, la inviolabilidad del domicilio del art. 18.2 de la Constitución —lo que habitualmente, y en el caso de las personas físicas, viene a coincidir con su vivienda habitual— o bien, el art. 19 de la misma, en su primer apartado, que declara el derecho de los españoles a elegir libremente su residencia, lo que finalmente lleva a afirmar el derecho a establecerse en un lugar con habitualidad y, por tanto, a fijar en él la vivienda habitual donde morar.

Pero ello no refleja su totalidad la especial consideración de la vivienda en nuestra Constitución. La principal característica que se incorpora a este fenómeno es la asociación del elemento vivienda con los valores supremos de nuestro Ordenamiento: la libertad, la justicia y la igualdad propios de nuestro Estado social y democrático de Derecho. Así pues, la protección de la vivienda adquiere también un sesgo de protección social. Desde este punto de vista se incorpora el art. 47, a cuyo tenor: «Todos los españoles tienen derecho a disfrutar de una vivienda digna y adecuada. Los poderes públicos promoverán las condiciones necesarias y establecerán las normas pertinentes para hacer efectivo este derecho, regulando la utilización del suelo de acuerdo con el interés general para impedir la especulación. La comunidad participará en las plusvalías que genere la acción urbanística de los poderes públicos».

Este artículo se integra en el Capítulo tercero del Título I de la Carta Magna, en el que se regulan un conjunto de disposiciones —derechos y libertades— que conforman los principios rectores de la política social y económica. Tales disposiciones, como es de sobra conocido, no vinculan al legislador, aunque —de acuerdo con el art. 53.3 de la propia Constitución— sí informarán la legislación positiva, la práctica judicial y la actuación de los poderes públicos. En cuanto a la posibilidad de hacerlos efectivos ante la jurisdicción ordinaria, este mismo precepto constitucional señala que sólo podrán ser alegados ante aquélla de acuerdo con lo que dispongan las leyes que los desarrollen.

Pasemos a estudiar con mayor detalle las cuestiones relacionadas con el derecho al disfrute de una vivienda digna.

2.  El derecho al disfrute de una vivienda digna y adecuada

2.1.  Caracteres del derecho reconocido en el art. 47 de la Constitución española

El derecho a disfrutar de una vivienda digna y adecuada constituye una exigencia más del Estado social de Derecho, cuya afirmación se sitúa en la cúspide de nuestro texto constitucional. Como hemos señalado en la introducción, dentro del art. 47 cabe distinguir el reconocimiento de un derecho de los ciudadanos y un mandato al legislador para su promoción.

Como derecho social, o «tercera generación de derechos»  (1)  supone, pues, el resultado de las conquistas sociales logradas durante el convulso siglo veinte. Como afirma, HERRANZ CASTILLO  (2)  los mismos principios que justifican los derechos «clásicos» sirven, asimismo, de fundamento a los «nuevos» derechos. Como señala este autor, todos los derechos forman una categoría conceptual unitaria, al menos en los aspectos más relevantes. Así, todos los derechos se orientan hacia la cobertura de necesidades humanas básicas, de bienes y valores especialmente importantes, lo novedoso es que junto con las necesidades vinculadas con la libertad de conciencia, la autonomía personal, la libre asociación, la expresión pública de las ideas —derivadas de la noción de dignidad humana— también existen otras necesidades vinculadas con las condiciones materiales de la existencia del hombre.

Los preceptos constitucionales en los que se hallan recogidos estos derechos tienen la naturaleza de norma jurídica, no son meras declaraciones programáticas. Ahora bien, el alcance de su vinculación es menos fuerte porque su protección es menor. Como se ha indicado anteriormente, el art. 53.3 establece que estos derechos y libertades se dirigen a orientar la actuación del legislativo, del poder judicial y, en general, de los poderes públicos. Se trata de verdaderas normas de principio o directrices constitucionales como ha señalado PRIETO SANCHÍS  (3) .

Por otra parte, no puede decirse que estos derechos sociales contengan derechos subjetivos. Esto es, no son derechos subjetivos en el sentido de conferir a un sujeto determinado una concreta pretensión de vivienda  (4) , el Tribunal Constitucional así lo ha afirmado  (5) , sino derechos colectivos cuyo mayor interés es su aptitud para reflejar una meta u objetivo social final de eliminación de una situación social e histórica desigual, en la idea de cubrir las necesidades básicas de todos los ciudadanos  (6) .

Pero en el art. 47, además del reconocimiento de un derecho se contiene un mandato para su promoción  (7) . Es conocido que el destinatario de las normas del referido capítulo III de la Constitución serán los poderes públicos, que están obligados «no sólo al despliegue de la correspondiente acción administrativa prestacional, sino además a desarrollar la acción normativa que resulte necesaria para asegurar el cumplimiento de esos mandatos constitucionales»  (8) . Por tanto, la eficacia de estos derechos dependerá de la posterior actuación de los poderes públicos.

La protección jurisdiccional de este mandato constitucional se dirigirá principalmente contra las actuaciones normativas de estos poderes públicos —particularmente del poder legislativo— que contravengan la protección que brinda el citado precepto constitucional  (9) . En sentido positivo, el impulso de la promoción de este derecho constitucional no podrá efectuarse sino desde una perspectiva política, puesto que el ciudadano carece de un derecho subjetivo a la vivienda.

2.2.  Contenido del derecho a una vivienda digna y adecuada

Como se desprende de lo tratado anteriormente, en el art. 47 de la Constitución cabe detectar dos vertientes fundamentales: así, constituye un derecho social que reconoce el derecho de los ciudadanos a disfrutar de un elemento indispensable de la vida social, la vivienda; pero, por otra parte, el citado artículo se erige en mandato o compromiso de los poderes públicos para tutelarlo o promoverlo. En este sentido, el contenido de este precepto constitucional se proyectará sobre muy diversas materias.

En su calidad de derecho social, el derecho a la vivienda se concretará en el disfrute de una vivienda digna. No parece haberse decantado el texto constitucional por un régimen de protección basado en una concreta relación con el bien, esto es, la Constitución deja la puerta a regímenes de protección basados en la propiedad o en cualquier otra fórmula convencional. Las fórmulas que el legislador arbitre habrán de respetar este núcleo sustancial del precepto: el disfrute de una vivienda digna.

Para autores como GARCÍA NOVOA  (10)  el núcleo sustantivo del derecho, tal y como se deduce de la Constitución, ha de entenderse como el derecho a unas determinadas facultades de aprovechamiento y, sobre todo, al ius utendi que puede recaer sobre la misma; esto es, la utilización de un bien inmueble con la finalidad de satisfacer las necesidades de morada y cobijo. Según sus palabras: «lo que se está queriendo garantizar, porque del texto constitucional se deduce un interés colectivo a ello, no es la vivienda en sentido físico, como objeto de propiedad, sino la vivienda entendida como “acción de alojarse”. Este interés colectivo debe traducirse en una orientación de la actuación de los poderes públicos tendente a la satisfacción de los intereses individuales sobre los bienes inmuebles o, lo que es lo mismo, en la garantía de las facultades de aprovechamiento de los bienes inmuebles en que el derecho a la vivienda consiste».

En conclusión, para este autor las facultades de «usar» y «gozar» son las únicas, de entre las que integran el pleno dominio, a las que propiamente se les puede reconocer capacidad para permitir el «disfrute» de una vivienda en las condiciones a las que el art. 47 del Texto constitucional alude. Así pues, los poderes públicos deberían garantizar un ius utendi o facultad de uso sobre una vivienda digna y no necesariamente el acceso a la propiedad pues además del dominio se puede tener el ius utendi como consecuencia de una relación obligatoria —arrendamiento— o de determinados derechos reales, como es el caso del usufructo o, incluso, del derecho de habitación. Esta tesis fue ratificada posteriormente, por la jurisprudencia del Tribunal constitucional  (11) .

En el mismo sentido, HERRANZ CASTILLO  (12)  para quien el derecho a la vivienda no ha de confundirse con el derecho de propiedad (art. 33 CE) de modo que el contenido del art. 47 CE no se agota en facilitar el acceso a la propiedad de una vivienda. La protección que proyecta esta norma se dirige al uso y disfrute de una vivienda, sea cual sea el título jurídico que fundamente tal uso.

Así pues, dadas las características de este derecho —derecho social y, por tanto, precisado para su eficacia de una actividad prestacional por parte de los poderes públicos— la concreción última de su contenido será contingente y mudable, pues dependerá, entre otros factores, del contexto social, de la conyuntura económica, de la tradición e incluso del color del partido político en el poder. En este sentido, el derecho a disfrutar de una vivienda digna y adecuada se plasma en nuestro país en el conjunto de medidas relativas al régimen del suelo y el urbanismo, en general y a la política de vivienda, en particular, junto con las disposiciones de carácter fiscal y subvencional que rodean el fenómeno urbanístico.

La política fiscal sobre la vivienda junto a la política de subvenciones — ayudas públicas a la adquisición, arrendamiento, rehabilitación, etc.— que ofrecen los distintos niveles de gobierno que tienen competencia sobre la materia, sin duda constituyen el principal desarrollo del derecho contenido en el art. 47 de la Constitución.

En relación con la política fiscal, la intervención pública para la efectividad del derecho, o lo que es igual, para otorgarle un contenido concreto, se proyecta en un doble tipo de medidas: medidas directas sobre la vivienda, que adoptarán la forma habitual de las técnicas desgravatorias, tales como las deducciones, las exenciones, las bonificaciones sobre determinadas figuras impositivas; o bien, otras de efecto indirecto. Así, por ejemplo, suponen un trato de favor a la vivienda habitual, respecto de otro tipo de bienes inmuebles las previsiones que en el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas obligan a descontar el efecto de la inflación en relación con el cálculo de las ganancias o pérdidas patrimoniales con ocasión de su transmisión; o bien, la medida que, en el mismo impuesto, permite imputar por cuartas partes las ayudas percibidas de los entes públicos para la adquisición de dicho elemento patrimonial.

Respecto de algunos de los beneficios fiscales de nuestro sistema impositivo, la jurisprudencia ha tenido ocasión de pronunciarse afirmativamente sobre su papel de instrumento que tiende a hacer real un derecho de los españoles a disfrutar de una vivienda digna y adecuada. Por ejemplo, en el caso de la deducción por inversión en vivienda habitual y la exención por reinversión en vivienda habitual, ambas medidas pertenecientes al Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas  (13) . No obstante, para el gabinete CUATRECASAS  (14) , «en ningún caso resulta del mandato constitucional la necesidad de una política de fomento de la inversión individual en vivienda. La actuación administrativa que la Constitución pretende se dirige más a ordenar la remoción de los obstáculos que aumentan el coste de la vivienda, especialmente por la repercusión del suelo, que a la implantación de una política encubierta de subvenciones como la que la deducción en la cuota del IRPF supone». Quizás se pueda juzgar cómo el legislador lleva a cabo la promoción del art. 47 de la Constitución, pero lo que no se puede discutir es que esas medidas fiscales constituyan un desarrollo del citado precepto.

Por otra parte, como señalábamos al principio, el art. 47 se proyecta como un mandato a los poderes públicos, desde un punto de vista de garantía y promoción de este derecho encontrando su influencia en numerosos ámbitos de nuestro ordenamiento jurídico.

De acuerdo con la experiencia jurisprudencial, el campo principal en que el art. 47 de la Constitución se desenvuelve es el relativo a las políticas urbanísticas. El urbanismo, en su definición por el Tribunal Constitucional  (15) , alude a aquella disciplina jurídica del hecho social o colectivo de los asentamientos de población en un espacio físico, lo que en el plano jurídico se traduce en la ordenación urbanística, como objeto normativo de este tipo de leyes. Las diversas concepciones sobre la política urbanística y del suelo han dado origen a las sucesivas leyes del suelo.

Pero también es frecuente observar la influencia de este derecho sobre otros campos y disciplinas.

Así, en relación con los límites legislativos a la embargabilidad, o lo que es lo mismo, los límites que la inembargabilidad impone al derecho del acreedor a que se cumpla la sentencia firme que le reconoce un crédito. De acuerdo con la doctrina vertida por los órganos jurisdiccionales  (16) , el respeto a la dignidad humana, configurado como el primero de los fundamentos del orden político y la paz social en el art. 10.1 de la Constitución, impide que la efectividad de los derechos patrimoniales se lleve al extremo de sacrificar el mínimo vital del deudor, privándole de los medios indispensables para la realización de sus fines personales, así como en la protección de la familia, el mantenimiento de la salud y el uso de una vivienda digna y adecuada, valores éstos que, unidos a las prestaciones sociales suficientes ante situaciones de necesidad que debe garantizar el régimen público de Seguridad Social, están constitucionalmente consagrados en los arts. 39, 41, 43 y 47 CE.

Por otro lado, el mismo art. 47 CE sirve para fundamentar limitaciones o restricciones al derecho de propiedad.

En la sentencia del Tribunal Constitucional, de 17 de marzo de 1994  (17)  se juzgó la constitucionalidad de la prórroga forzosa a los arrendamientos de acuerdo con el art. 57 Ley de Arrendamientos Urbanos, la cual supone una restricción o limitación del derecho de propiedad del arrendador. Dicha limitación «queda dentro de las facultades del legislador y queda justificada en virtud de la función social que a la propiedad atribuye el art. 33 de la Constitución». Y sigue: «... En el contexto de la vigente Constitución, esa delimitación del derecho de propiedad encuentra una justificación en la proclamación del art. 47 del Texto fundamental, que recoge el derecho a disfrutar de una vivienda y ordena a los poderes públicos que promuevan las condiciones para ello necesarias. Además, no puede olvidarse la relevancia que la continuidad del arrendamiento reviste para la protección de la estabilidad del domicilio familiar, y de la misma familia, en la línea de lo dispuesto en el art. 39.1 de la Constitución. Responde así a la función social de la propiedad inmobiliaria, sin vulneración constitucional, que el legislador establezca una limitación de esa propiedad que, sin suponer su vaciamiento o desfiguración, pueda contribuir (con mayor o menor fortuna, según las distintas teorías económicas) a satisfacer un derecho constitucionalmente afirmado».

Ahora bien, como señala el Voto Particular de esta sentencia, punto 3 —magistrados Rodríguez Bereijo, Cruz Villalón y Gabaldón López— debe plantearse hasta qué punto cabe constreñir el derecho de propiedad en aras de la función social y de la protección de otros derechos constitucionales. «No se trata de si el Legislador, en aras de la función social de la propiedad y de la protección de otros derechos constitucionales (singularmente los reconocidos en los arts. 39.1 y 47 CE), puede limitar el poder que normalmente el dueño tiene sobre la cosa y, en consecuencia, restringir o anular las facultades de disposición, de uso o de disfrute de los bienes inmobiliarios, sino de otra bien distinta: si al constreñir el derecho de propiedad lo hace de tal manera y con tal intensidad que, el contenido esencial del derecho, reducido en último término a la utilidad individual o a su conversión en un equivalente económico, quede amputado y la propiedad inmobiliaria de bienes urbanos se transforme en una peculiar institución jurídica cuya recognoscibilidad como propiedad privada, según los rasgos de la institución perfilados por el Derecho Civil, resulte imposible».

Finalmente, el derecho contenido en el art. 47 también puede hacerse efectivo desde un punto de vista funcional y orgánico, a través de la creación de órganos e instrumentos que por su naturaleza tengan capacidad económica y funcional para intervenir en los procesos de promoción y de equipamiento de la vivienda y suelo  (18) .

3.  La efectividad del derecho al disfrute de una vivienda digna: las políticas de promoción

3.1.  Introducción

La vivienda viene siendo considerada tradicionalmente como un «bien básico» que ha de ser objeto de especial consideración por las Administraciones públicas. Ello se debe a sus especiales características: se trata de un bien de consumo esencial y preferente; de gran durabilidad y de tenencia necesaria, sin prejuzgar el tipo de relación con aquél.

Las políticas emprendidas por las distintas Administraciones públicas (estatal, autonómicas y locales), se dirigen a intervenir en el mercado del suelo y la vivienda, mediante el establecimiento de condiciones para la construcción de viviendas protegidas, así como la fijación de un sistema de ayudas cualificadas destinadas a financiar el acceso a la vivienda  (19) .

En la actualidad, lo mismo que ocurre desde que nuestro país inició su despegue económico, las políticas están dirigidas al acceso en propiedad preferentemente, ya sea mediante su adquisición o su rehabilitación.

En la historia reciente de nuestro país, se ha pasado de una relativamente predominante protección del alquiler a una progresiva e imparable tendencia hacia la propiedad, la cual no sólo encuentra explicación en la existencia de estas políticas sino también, en los rasgos culturales propios de la cultura mediterránea —frente a la nórdica, más favorable al alquiler—, económicos, financieros, etc. Pero, además, no debe olvidarse que estas políticas de apoyo a los arrendatarios dieron lugar a efectos perversos que destruyeron prácticamente el mercado de alquiler. El peso de la vivienda en alquiler en el Censo de 1950 superaba al de la vivienda en propiedad frente a un actual 10 por ciento de tenencia en alquiler  (20) .

Las razones que inspiraron la existencia de situaciones de privilegio en favor de los arrendatarios —congelación de rentas y prórroga unilateral del contrato por parte del arrendatario— hacen referencia a una situación de posguerra, donde la falta de viviendas, como manifestación de la falta de desarrollo económico, podía justificar la necesidad de favorecer a un arrendatario económica y socialmente débil, frente a un propietario, en teoría, económica y socialmente más poderoso, probablemente con la finalidad legalmente reconocida de fomentar el derecho a una vivienda digna y además estable, frenando la especulación que sobre la vivienda podría existir precisamente por su escasez  (21) .

Hoy las necesidades de arrendamiento son otras y afectan a un creciente número de personas, no siempre grupos en situación de exclusión social, que no pueden o les resulta muy costoso el acceso a la vivienda en propiedad  (22) , debido a la elevadísima barrera de los precios y a la siempre escasa oferta pública de viviendas de alquiler social o de vivienda protegida o social.

Como tendremos ocasión de ver a continuación, las medidas que se enmarcan dentro de las políticas de urbanismo y vivienda del Estado favorecen el acceso a la propiedad de la vivienda, si bien en los últimos años se están adoptando una serie de medidas dirigidas hacia un cambio de tendencia que elimine la descompensación existente entre ambas modalidades de disfrute de la vivienda  (23) .

En el plano fiscal el legislador tributario comenzó a adoptar, con la entrada en vigor de la Constitución y la Ley de Renta, una serie de beneficios fiscales que han permanecido de un modo estable hasta nuestros días, principalmente dirigidos al acceso a la vivienda en propiedad o a la recuperación del elemento patrimonial cuando es propio —con excepción de la deducción prevista para los arrendatarios de escasa relevancia, contenida en la Ley 18/1991 del IRPF y recuperada últimamente en 2008. Progresivamente, las medidas fiscales de protección en torno a la vivienda se están extendiendo a otros impuestos, y no sólo en la imposición directa, y se están diversificando en cuanto a sus objetivos.

3.2.  Las políticas de apoyo a la vivienda

3.2.1.  El aspecto competencial

Muy pronto, el Tribunal Constitucional tuvo que resolver la cuestión acerca de la competencia estatal sobre la materia de vivienda, o si se quiere, sobre sus posibilidades de intervención haciendo política de vivienda sin menoscabo de la competencia exclusiva que el art. 148.1.3.º CE sobre la ordenación del territorio, urbanismo y vivienda reserva a las Comunidades Autónomas.

De acuerdo con la doctrina del Alto Tribunal no puede aceptarse que, a estos efectos, el Estado se encuentre amparado en los arts. 47 y 149.1.1.º CE en virtud de los cuales podría regular las condiciones básicas que garantizasen la igualdad de todos los españoles en el ejercicio del derecho a disfrutar de una vivienda digna, pues el art. 47 CE no constituye por sí mismo un título competencial autónomo en favor del Estado, sino un mandato que ha de informar acerca de la actuación de todos los poderes públicos (art. 53.3 CE); ni la persecución del interés general —en este caso, el relativo a la garantía de una vivienda adecuada para todos los españoles— puede materializarse «a pesar de» los sistemas de reparto de competencias articulados en la Constitución, sino que ha de lograrse «a través» de los mismos»  (24) , de manera que la promoción de la igualdad sustancial y la acción estatal destina al efecto debe desplegarse teniendo en cuenta las peculiaridades de un sistema de autonomías territoriales  (25) .

Así pues, señala el Tribunal, esta función de garantía básica en lo que atañe al derecho a disfrutar de una vivienda digna es la que puede y debe desempeñar el Estado al amparo de otros títulos competenciales: así, al instrumentar sus competencias sobre las bases y coordinación de la planificación económica del subsector vivienda y sobre las bases de ordenación del crédito  (26) . Lo que resulta claro a su juicio es que el Estado no es titular de una competencia específica en materia de vivienda con tal carácter, a ejercer en régimen de yuxtaposición con las que corresponden a las Comunidades Autónomas. No obstante, tanto el Estado como las Comunidades Autónomas podrán conjugar sus actuaciones, en virtud de sus respectivos títulos competenciales, con el objeto de conseguir el mismo fin que impone el art. 47 de la Constitución.

El sector de vivienda, y dentro del mismo, la actividad promocional pueden enmarcarse dentro de las facultades de dirección general de la economía, competencia exclusiva del Estado contenida en el art. 149.1.13.º CE. Su conexión con la política económica general puede quedar suficientemente justificada «en razón de la incidencia que el impulso de la construcción tiene como factor del desarrollo económico y, en especial, como elemento generador de empleo»  (27) . Por otra parte, en cuanto que la actividad de fomento queda vinculada a la movilización de recursos financieros no sólo públicos, sino también privados, no debe olvidarse su conexión con las competencias estatales sobre las bases de la ordenación del crédito —art. 149.1.11.º CE—.

Así pues, el modelo que se desprende de nuestra Constitución entraña la superación del discurso de la exclusividad competencial, para dar cabida a materias coordinadas, compartidas o concurrentes, de forma que la cuestión resida sólo en la articulación de las competencias estatales y autonómicas. A propósito de estas cuestiones, el Informe 3/2000 del CES sobre Unidad de mercado y cohesión social, entendió que la unidad de mercado también supone la igualdad de las condiciones básicas para el ejercicio de la actividad económica en todo el territorio nacional, lo que implica que la actividad de la construcción y el fomento de la vivienda tengan una regulación mínima uniforme en todo el Estado  (28) .

Pero, ¿hasta dónde alcanzan estas competencias básicas del Estado cuando enfrente se sitúa la competencia autonómica exclusiva sobre la vivienda? A este respecto, la Sentencia del Tribunal Constitucional 152/1988 estimó constitucional la intervención estatal en vivienda que consistía en cuatro puntos sustanciales: la definición de las actuaciones protegibles; la forma de protección, esto es, la regulación esencial de las fórmulas de financiación; el nivel de protección que se pretende alcanzar y la aportación misma de los recursos. Su legitimación se encuentra en el art. 149.1.13 y 11.º y ello supone, como admite el Tribunal, una «intervención del Estado que condiciona en parte la globalidad de la política de vivienda de cada Comunidad Autónoma» pero dicha injerencia «no puede extenderse, so pretexto de un absoluto igualitarismo, a la regulación de elementos de detalle de las condiciones de financiación que la priven de toda operatividad en determinadas zonas del territorio nacional. Antes bien, a las Comunidades Autónomas corresponde integrar en su política general de vivienda las ayudas reguladas por el Estado para el cumplimiento de las finalidades a que responden, con capacidad suficiente para modalizar, en su caso, las reglas generales, al objeto de conseguir una sustancial igualdad de resultados»  (29) .

Las Comunidades Autónomas con competencias en la materia de vivienda no quedan desprovistas de atribuciones en lo que se refiere a la protección de actuaciones protegibles. Pueden definir y llevar a cabo una política de vivienda propia, complementando las actuaciones de protección y promoción previstas por el Estado, con cargo a sus propios recursos. Pero además, para la ejecución de la normativa estatal reguladora de las actuaciones protegibles, las Comunidades Autónomas deben contar con un margen de libertad de decisión que les permita aplicar las medidas estatales adaptándolas a las peculiares circunstancias de su territorio  (30) .

Finalmente, además debe tenerse en cuenta que el Estado nunca podría fundar su intervención en la política de vivienda por el hecho de que su financiación se realice con fondos presupuestarios estatales. La reiterada doctrina constitucional al respecto señala que «el poder de gasto no es un concepto o título que delimite competencias, atrayendo toda regulación que tenga conexión con el mismo, pues ello conduciría a una sensible alteración del sistema de distribución de competencias que resulta de la Constitución y de los Estatutos de Autonomía. Por el contrario, el ejercicio de competencias estatales anejo al gasto o a la subvención sólo se justifica en los casos en que, por razón de la materia sobre la que opera dicho gasto o subvención, la Constitución o los Estatutos hayan reservado al Estado la titularidad de las competencias»  (31) .

Al respecto, el Tribunal Constitucional también ha tenido ocasión de pronunciarse sobre la política de promoción a través de subvenciones y otras ayudas económicas en materia de vivienda, por parte del Estado. Así, en la STC 59/1995, de 17 de marzo, en su fundamento jurídico quinto, se señalaron dos reglas fundamentales en relación con las subvenciones condicionadas en los ámbitos de concurrencia competencial. Así, «el Estado puede regular las condiciones esenciales de otorgamiento de las ayudas hasta donde lo permita su competencia general básica o de coordinación, pero siempre que deje un margen a las Comunidades Autónomas, al menos para desarrollar y complementar la regulación de las condiciones de otorgamiento de las ayudas y su tramitación. En segundo lugar, que la gestión de los fondos ha de corresponder, generalmente, a las Comunidades Autónomas, lo que implica que deben ser distribuidos entre ellas conforme a criterios objetivos o mediante convenios, aunque cabe una gestión centralizada cuando resulte imprescindible para asegurar la plena efectividad de las ayudas dentro de la ordenación básica del sector, para evitar que se sobrepase la cuantía global de los fondos afectados y para garantizar iguales posibilidades de obtención y disfrute por parte de sus potenciales destinatarios en todo el territorio nacional. Gestión centralizada cuya procedencia, en consonancia con su carácter excepcional, en cada caso habrá de aparecer razonablemente justificada o deducirse sin esfuerzo de la naturaleza y contenido de la medida de fomento de que se trate».

3.2.2.  Planes de Vivienda estatales y otras medidas de promoción del derecho a una vivienda digna

El legislador estatal, vistas las competencias que aún ostenta sobre la materia, ha desarrollado la promoción del art. 47 de la Constitución a través de dos vías: la actuación legislativa sobre la materia suelo, dictando las sucesivas leyes del Suelo  (32)  y la actividad subvencional sobre la vivienda.

Dejamos la descripción y valoración sobre la actividad del legislador en materia de suelo y de urbanismo en beneficio del lector que podrá acudir a más autorizadas voces sobre la problemática abordada, los éxitos y los fracasos habidos hasta llegar al vigente Texto Refundido de la Ley de Suelo en la que de forma novedosa se vincula al art. 47 de la Constitución con la utilización racional de los recursos naturales, entre los que se encuentra el territorio, el suelo y el patrimonio urbano y arquitectónico  (33) .

En cuanto a la actividad subvencional del Estado, ésta se ha concretado en la redacción de los sucesivos planes de vivienda estatales para favorecer el acceso de los ciudadanos a la vivienda. Las políticas desarrolladas por el Estado principalmente, se han dirigido a un núcleo de población cuyos ingresos familiares se sitúan en una órbita media-baja, tanto para adquirentes, adjudicatarios, promotores individuales o arrendatarios  (34) .

Habitualmente estos planes estimulaban la promoción y el acceso a viviendas calificadas de protección oficial y otras viviendas con protección pública, calificadas o declaradas como protegidas de acuerdo con la legislación propia autonómica. Aunque más recientemente, la acción de promoción de los planes también se ha orientado hacia las viviendas de régimen general.

Los planes de vivienda plurianuales cuentan ya con más de una década de experiencia  (35)  y constituyen la concreción más evidente de la política estatal de intervención sobre la vivienda y el suelo residencial. A través de estos planes, de duración trienal, se pretende intervenir en el mercado de viviendas mediante la inclusión de medidas que favorezcan la mejora de la calidad de las viviendas existentes, el estímulo de la rehabilitación, el aumento de la oferta de viviendas en alquiler y la generación de suelo apto para su urbanización.

El recientemente derogado Plan de 2005-2008  (36)  partía de la experiencia de las etapas anteriores, aunque sustancialmente, podía equiparse a los planes precedentes, si bien, éste venía marcado, fundamentalmente, por el incremento de los precios de la vivienda y por su vocación de contribuir al objetivo de un desarrollo urbano sostenible ligado directamente con los compromisos internacionales del Estado español como el protocolo de Kyoto, de protección del medio ambiente. Se apostaba por la conservación medioambiental, teniendo en cuenta que el suelo formaba parte de los recursos naturales y por tanto debía ser objeto de protección, usándolo, además, de acuerdo con el interés general para impedir la especulación y promover la efectividad del derecho a la vivienda.

Así pues, reconociendo el desfase entre los precios de la vivienda y los salarios, lo que ha generado un grave problema para el acceso a una vivienda digna, el Plan se dirigía a paliar la falta de vivienda protegida asequible para los ciudadanos con menos recursos, la promoción del alquiler como fórmula alternativa a la propiedad, sin perder de vista el fomento de la rehabilitación del patrimonio residencial existente y la conservación del patrimonio histórico.

El Plan tenía un alcance universal aunque se dirigiese específicamente a grupos sociales con necesidades específicas por sus circunstancias personales a igualdad de niveles de ingresos, como los jóvenes, las familias numerosas, las monoparentales, los mayores de 65 años, los discapacitados y sus familias y las personas víctimas de violencia doméstica y del terrorismo. En este sentido, el plan promovía la adaptación de las tipologías de las viviendas a las nuevas formas de vida, a las estructuras familiares y a las necesidades de accesibilidad de aquellas  (37) .

Para la realización del Plan, dada la asignación de competencias entre los diferentes niveles de Administraciones públicas, el Estado contó con las Comunidades Autónomas para la ejecución y gestión del Plan e incrementó la participación de las Entidades Locales. De ahí que la materialización del Plan requiriese la suscripción de convenios con las Comunidades Autónomas, y en relación con la financiación, de convenios con las entidades de crédito correspondientes. Asimismo, el Plan contemplaba un Consejo Nacional y las Comisiones multilaterales y bilaterales de seguimiento, que eran instrumentos de participación, ejecución y evaluación, además de la Conferencia Sectorial.

El campo de actuaciones protegidas abarcaba varios tipos de actividades: las de promoción de vivienda protegida de nueva construcción y la urbanización de suelo con dicho fin; la adquisición de viviendas; el fomento del arrendamiento en diversas vertientes, la rehabilitación y la mejora del parque residencial existente.

Así de acuerdo con el artículo cuatro del citado Real Decreto se consideraban actuaciones protegidas en materia de vivienda y suelo las siguientes:


	
— La promoción de viviendas protegidas de nueva construcción destinadas a la venta, el arrendamiento, o el uso propio, incluidas las promovidas en régimen de derecho de superficie o de concesión administrativa. 

	
— La promoción, en régimen de cofinanciación, de las viviendas calificadas o declaradas como viviendas protegidas de promoción pública para alquilar. 

	
— La compra de las viviendas de nueva construcción para venta, indicadas en el apartado 1, así como la adquisición de viviendas usadas, para su tenencia en régimen de propiedad. 

	
— El apoyo a quienes pongan en arrendamiento viviendas usadas y libres, propias, o a quienes las adquieran para tal finalidad. 

	
— El apoyo económico a los inquilinos de las viviendas arrendadas. 

	
— La rehabilitación de áreas en proceso de degradación y de centros históricos; y la rehabilitación aislada de edificios y viviendas, incluyendo el parque residencial propiedad de las Comunidades Autónomas, de las Ciudades de Ceuta y Melilla y de otros entes públicos territoriales. 

	
— La urbanización de suelo, incluyendo, en su caso, su adquisición onerosa, destinado preferentemente a la promoción de viviendas protegidas de nueva construcción, para su inmediata calificación. 

	
— La promoción de la mejora de la calidad y de la sostenibilidad de la edificación y del parque residencial existente. 

	
— Finalmente, el apoyo económico a las ventanillas únicas de vivienda para la gestión de las actuaciones protegidas en vivienda y suelo, y, en su caso, a los registros públicos de demandantes de viviendas, incluyendo otros sistemas de transparencia y prevención del fraude en esta materia. 



Desde un punto de vista subjetivo, los ciudadanos que podían acceder a las ayudas contenidas en el Plan debían cumplir con los requisitos relativos a los niveles de ingresos familiares y a otras circunstancias personales. No obstante, se consideraban beneficiarios preferentes los compradores que accediesen por primera vez a una vivienda en propiedad, los jóvenes hasta 35 años, las personas mayores de 65 años y sus familias, las familias numerosas, las monoparentales, las personas víctimas de violencia doméstica y terrorista, las personas con discapacidad y sus familias y otros colectivos, no determinados en la ley, en situación o riesgo de exclusión social.

En relación con las actuaciones relativas a las personas con discapacidad este Plan representaba un avance respecto de otros anteriores. Así, se optó por un concepto más amplio que el mero de «eliminación de barreras arquitectónicas», que ahora debía entenderse como eliminación de todo tipo de barreras que impidiesen la plena realización de las personas discapacitadas en su vivienda. Por otra parte, en este mismo orden de medidas, se facilitaba la transmisión de la vivienda a las personas con discapacidad y a sus familias cuando se tuviesen que cambiar a una vivienda accesible, sin tener que devolver las ayudas económicas  (38) . Lo que contrastaba notablemente con el tratamiento fiscal de esta situación en el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas.

En materia de fomento del alquiler, el Plan intensificó las medidas para su impulso, en un intento de nivelación entre la vivienda en propiedad y el uso de ésta en alquiler. Estas medidas se dirigían tanto a quienes pusiesen sus viviendas en arrendamiento, como a quienes las adquiriesen para tal finalidad, como a los inquilinos  (39) . Todo ello representó un avance considerable respecto del Plan de Vivienda al que sustituía, aunque todavía sea pronto para establecer qué resultados se han alcanzado. Es un hecho sociológico reconocido la obstinada tendencia de nuestra sociedad hacia los regímenes de propiedad frente a otras opciones de uso como el arrendamiento.

El tercer gran pilar sobre el que se sostenía el precedente Plan eran las actuaciones de rehabilitación. Todo un clásico de los Planes de Vivienda Estatales. Destacaba sobre los demás Planes en dos aspectos: la introducción de un sesgo medioambiental a la rehabilitación, esto es, la denominada sostenibilidad, y en la presencia de una preocupación constante hacia la consecución de la accesibilidad lo que impregnaba todas las actuaciones de rehabilitación previstas.

En cuanto a las ayudas financieras a la vivienda éstas presentaban dos modalidades: o bien eran préstamos convenidos o bien ayudas económicas directas, las cuales a su vez podían consistir en la subsidiación de los préstamos convenidos, en subvenciones para la realización de determinadas actividades o, finalmente, una ayuda directa al pago de la entrada para el primer acceso a la vivienda en propiedad  (40) . Todo ello, en las condiciones previstas en el Reglamento 801/2005.

Las actuaciones protegidas debían cumplir determinados condicionantes relativos a la superficie protegida y otros contenidos en la norma reglamentaria, con independencia de las particularidades de los supuestos de rehabilitación, para poder acceder a la financiación cualificada. Así pues, el Real Decreto regulaba una serie de condiciones y requisitos, con carácter general, para el acceso a estas medidas de financiación cualificada. Como medida complementaria a éstas se establecía un precio básico a nivel nacional por metro cuadrado de superficie útil que sería utilizado como referencia a efectos de la determinación de los precios máximos de venta y renta de las viviendas acogidas a las medidas de financiación cualificada.

Finalmente, en relación con la distribución de los recursos estatales, se mantenía la distribución de aquéllos entre los que eran objeto de asignación por territorios, en virtud de convenios entre las Administraciones competentes, y los que no eran asignables territorialmente. Esta especie de fondo de reserva, no se cuantificaba en el Real Decreto a diferencia de lo que hizo el precedente Plan que reservaba un 20 por ciento del montante del Plan. También se matizaba la finalidad perseguida que se situaba en cubrir necesidades o demandas imprevistas a lo largo de la ejecución del presupuesto.

Este Plan de Vivienda fue objeto de una profunda revisión en el último año de su aplicación. El Real Decreto 14/2008, de 11 de enero modificó diversos aspectos del Plan —como señalaba su exposición de motivos— de cara al fortalecimiento y diversificación de los mercados tanto de propiedad como de alquiler acogidos a protección pública  (41) . Otro de los objetivos de esta reforma, como veremos, se integraba dentro del paquete de medidas acordado por el Consejo de Ministros de 28 de septiembre de 2008 de apoyo a la emancipación de los jóvenes e impulso del alquiler. La citada modificación también pretendía avanzar en la línea de integrar la política de vivienda con la política de ciudades al abrir la posibilidad de enmarcar en el Plan de Vivienda la financiación de operaciones de renovación urbana —pensadas para cuando las necesidades sociales de grupos de población alojados en áreas urbanas degradadas así lo requiera por resultar insuficientes otras fórmulas como las de rehabilitación—.

Antes de entrar en el desarrollo del vigente Plan de Vivienda, hemos de referirnos a las actuaciones del Gobierno de la Nación para el apoyo específico a la emancipación de los jóvenes y el impulso del alquiler que guardan una relación directa con el derecho constitucional al disfrute de una vivienda digna.

Como señalábamos anteriormente el punto de partida de este conjunto de medidas de diverso carácter se encuentra en el Acuerdo del Consejo de Ministros de 28 de septiembre de 2007. Además de la mencionada reforma del Plan de Vivienda 2005-2008, se impulsaron medidas de apoyo financiero —Renta Básica de Emancipación o flexibilización de los requisitos de ayudas para inquilinos en el Plan Vivienda 2005-2008—; fiscales —deducción por alquiler en el IRPF—; procesales —agilización de los desahucios—; urbanísticas —acuerdos con SEPES para creación de parque inmobiliario de alquiler— y otras medidas de carácter financiero.

Sin entrar en el análisis exhaustivo de estas medidas sí merece la pena referirse, al menos brevemente, a la llamada renta básica de emancipación. Esta medida se regula en el Real Decreto 1472/2007, de 2 de noviembre y se desarrolló por Orden VIV/3568/2007, de 29 de noviembre, por el que se determina el modelo de solicitud. Consiste en una ayuda financiera de carácter temporal dirigida a facilitar a los jóvenes trabajadores el acceso a una vivienda en régimen de alquiler.

Se trata de una ayuda directa del Estado que contribuirá económicamente al pago del alquiler de la vivienda. Las modalidades son las siguientes: a) la aportación de una cantidad fija mensual de 210 euros para el pago del alquiler; b) una prestación única de 120 euros si ha sido preciso constituir un aval con avalista privado como garantía del arrendamiento y c) un préstamo sin intereses de 600 euros, otorgable una sola vez para afrontar la posible fianza prestada en garantía del arrendamiento. El disfrute de estas ayudas está limitado a un período máximo de cuatro años.

Estas ayudas sólo la pueden percibir los jóvenes de entre los 22 a los 30 años que sean titulares de un contrato de arrendamiento de una vivienda en donde residen con carácter habitual y permanente y dispongan de una fuente regular de ingresos brutos anuales inferiores a 22.000 euros anuales, entre otros requisitos.

Con anterioridad a la publicación del nuevo Plan de Vivienda, el Gobierno adoptó una medida relacionada con la promoción y el apoyo a los compradores de vivienda habitual. Así, los arts. 3 a 6 del Real Decreto 1975/2008, de 28 de noviembre, sobre medidas urgentes a adoptar en materia económica, fiscal de empleo y de acceso a la vivienda regula la llamada moratoria en el pago de los préstamos hipotecarios.

Esta medida se aplicará a los deudores —que cumplan una serie de requisitos relativos a sus condiciones económicas o su situación laboral— de préstamos hipotecarios concertados con anterioridad a 1 de septiembre de 2008, por importe inferior a 170.000 euros y exclusivamente para la adquisición de vivienda habitual, requiriéndose el previo acuerdo ente el interesado y la entidad de crédito acreedora. Las medidas de apoyo financiero consisten en una ayuda pública por la cual se cubrirá un máximo del 50 por ciento del importe de las cuotas mensuales que se devenguen por el préstamo hipotecario entre el 1 de enero de 2009 y el 31 de diciembre de 2010, con un límite máximo de 500 euros mensuales. Límites máximos que no pueden superarse aunque sean varios los deudores de un mismo préstamo hipotecario. Las cantidades que hayan sido objeto del apoyo financiero estatal se compensarán a partir de 1 de enero de 2011 mediante su prorrateo entre las mensualidades que resten para su satisfacción total del préstamo hipotecario con un límite máximo de 10 años.

El vigente Plan de Vivienda para el período 2009-2012, aprobado por Real Decreto 2066/2008, de 12 de diciembre, en este sentido, quizás representa más que cualquiera de sus precedentes el cambio de tendencia señalado, motivado también y principalmente, por la coyuntura económica desfavorable actual (2008) y el llamado «frenazo de la construcción» acaecido en nuestro país en la actualidad. Junto a esto, debe señalarse que la disposición adicional primera de la Ley 4/2008, de 23 de diciembre, por la que se suprime el gravamen del Impuesto sobre el Patrimonio, se generaliza el sistema de devoluciones mensual en el IVA y se introducen otras modificaciones en la normativa tributaria dice que: «El Gobierno presentará en el plazo de tres meses un plan de medidas que incentiven, en el marco de la normativa de la Unión Europea, la promoción de viviendas para destinarlas al arrendamiento con opción de compra y que fomenten la rehabilitación de viviendas».

En cuanto al contenido del vigente plan de vivienda, destaca en primer lugar por su nombre: Plan Estatal de Vivienda y Rehabilitación 2009-2012. Frente a anteriores denominaciones desaparece toda mención a actuaciones sobre el suelo centrando toda la atención en la política de acceso o promoción de vivienda o de su rehabilitación.

La exposición de motivos del citado Real Decreto señala dos grandes dificultades sobre las que la política de vivienda debería actuar: por una parte, las todavía graves dificultades de acceso a la vivienda de una gran parte de la población consecuencia de un largo período de subida de precios, estimado entre 1996 a 2007; y por el otro lado, como resultado de la crisis económica y financiera evidenciada de forma patente en 2008, la retracción en la demanda de viviendas y el parón de la construcción.

El plan pone en valor conceptos como la sostenibilidad y la eficiencia de toda actividad económica reconociendo como objetivos estratégicos de este plan: el consabido y siempre necesario objetivo de mejorar el acceso y uso de la vivienda a los ciudadanos con dificultades; y el novedoso y ciertamente importante, reconocimiento de la existencia de una producción sobrante de viviendas que es preciso asignar eficientemente para cubrir las necesidades de la población.

De este modo, el Gobierno pone en este Plan el peso específico en las actuaciones de rehabilitación y en la movilización e incremento del parque de vivienda en alquiler. A este respecto, el plan tiene en cuenta los siguientes objetivos políticos.

En concreto:


	
1. Garantizar a todas las familias y ciudadanos la libertad de elegir el modelo de acceso a la vivienda que mejor se adapte a sus circunstancias, preferencias, necesidades o capacidad económica, estableciendo que el alquiler sea posible para los mismos niveles de renta que los definidos para el acceso a la propiedad. 

	
2. Lograr que el esfuerzo de las familias para acceder una vivienda no supere la tercera parte de sus ingresos. 

	
3. Facilitar que la vivienda protegida se pueda obtener tanto por nueva promoción, como por rehabilitación del parque existente, permitiendo la calificación como vivienda protegida de aquella que está desocupada y tiene un régimen jurídico de origen libre, o fomentando la rehabilitación de viviendas existentes con voluntad de destinarlas a vivienda protegida. 

	
4. Conseguir que del total de actuaciones relacionadas con la oferta de vivienda protegida —de nueva producción, o de reconversión del parque existente— no menos del 40 por ciento sea destinada al alquiler. 

	
5. Establecer las condiciones que garanticen a los ciudadanos el acceso a la vivienda en condiciones de igualdad, impulsando la creación de registros públicos de demandantes de vivienda acogida a algún régimen de protección pública y que toda la producción de viviendas protegidas sea adjudicada con criterios de transparencia, publicidad y concurrencia, controlados por la administración pública. 

	
6. Mantener un régimen jurídico de la protección pública de las viviendas (y, por lo tanto, de control de precios y adjudicaciones) de larga duración que, en el de los suelos públicos o de reserva obligatoria vivienda de protección que exige el Texto Refundido Ley del Suelo, y las diversas leyes que en su caso establecido las comunidades autónomas, será permanente y estará vinculado a la calificación del suelo, con plazo no menor de treinta años. 

	
7. Alentar la participación e implicación de los ayuntamientos en el Plan de Vivienda, contribuyendo, entre otros aspectos, con la oferta de suelos dotacionales la construcción de alojamientos para colectivos específicos y especialmente vulnerables, el fomento de áreas rehabilitación y de renovación urbana, y la potenciación de las actuaciones prioritarias de urbanización con destino a la construcción preferente de viviendas protegidas en alquiler. 

	
8. Reforzar la actividad de rehabilitación y mejora del parque de viviendas ya construido, singularmente aquellas zonas que presentan mayores elementos debilidad, como son los centros históricos, los barrios centros degradados o con edificios afectados por problemas estructurales, los núcleos de población en el rural, y contribuir, con las demás administraciones, erradicación de la infravivienda y el chabolismo. 

	
9. Orientar todas las intervenciones, tanto en la construcción de nuevas viviendas protegidas como en actuaciones de rehabilitación sobre el parque de viviendas construido hacia la mejora de su eficiencia energética de sus condiciones de accesibilidad. 

	
10. Garantizar que la atención pormenorizada ciudadanos en su relación con el acceso o la rehabilitación de sus viviendas se haga extensiva a todos los rincones del territorio, mediante el establecimiento de oficinas o ventanillas de información y de ayuda en la gestión, coordinadas por las comunidades autónomas. Con objeto de impulsar el Plan Renove de edificios de viviendas y procurar una mayor agilidad en su gestión, coordinación con los objetivos que en el mismo desarrolla el Ministerio de Industria, Turismo y Comercio, se incluyen en el Plan Estatal de Vivienda y Rehabilitación 2009-2012 las ayudas de este Plan destinadas a la utilización de energías renovables, la mejora de la eficiencia energética y accesibilidad de los edificios existentes, impulso de una mayor calificación energética en las nuevas construcciones. 



Los citados objetivos se pretenden lograr mediante una serie de programas del Plan, distribuidos en seis ejes de actuación. El primero de ellos es la promoción de viviendas protegidas, tanto para alquiler y venta como para la creación de alojamientos para colectivos con derecho a protección preferente (se trata del conjunto de beneficiarios preferentes al que se refiere el art. 2 del Real Decreto, excepto los siguientes: personas que acceden por primera vez a una vivienda; las familias numerosas y las familias monoparentales con hijos) y otros colectivos —por primera vez se incluye el colectivo de personas relacionadas con la comunidad universitarias o investigadores y científicos—. Junto a ello se ha previsto la dotación de ayudas para adquisición y urbanización de suelo para vivienda protegida.

En relación con los grupos de beneficiarios con derecho a protección preferente, destaca en el vigente Plan la ampliación de éstos respecto de su predecesor, al incluir a las personas separadas o divorciadas, al corriente del pago de pensiones alimenticias y compensatorias, en su caso; a personas sin hogar o procedentes de operaciones de erradicación del chabolismo, junto a las unidades familiares con escasos ingresos —1,5 veces el IPREM para alquiler y 2,5 veces el IPREM, para acceso en propiedad— que se convierten así en beneficiario preferente.

Los restantes ejes consisten en la dotación de ayudas a demandantes de vivienda, tanto para inquilinos como para adquirentes de nuevas viviendas protegidas y de viviendas usadas; la actuación en unas áreas de rehabilitación integral de centros históricos, centros urbanos, barrios degradados y municipios rurales —ARIS— y áreas de renovación urbana —ARUS— junto con un programa de ayudas para la erradicación del chabolismo; las novedosas ayudas RENOVE a la rehabilitación y a la eficiencia energética en la promoción de viviendas; y, finalmente, la dotación de ayudas a instrumentos de información al ciudadano y para la gestión de los Planes de vivienda.

En materia de gestión del Plan se mantiene la estrecha colaboración, ya ensayada en el precedente Plan, con las Comunidades Autónomas y ciudades autónomas tanto en la redacción del Plan como en su ejecución. Reservando una participación a los municipios en determinadas actuaciones incluidas en el Plan.

Constituye, sin embargo, una novedad la creación de una Base de Datos de Actuaciones Protegidas acogidas al Plan. Se trata de hacer posible el seguimiento y control del Plan así como servir de fuente de información agregada de las actuaciones que se desarrollan para su ejecución en el conjunto del Estado. Esta medida de control diseñada en la disposición adicional sexta se acompaña de un control orgánico a través de una serie de órganos para el seguimiento del plan, alguno de ellos también es de nueva creación  (42) .

Esperemos que la eficacia de este Plan supere a la conseguida por los anteriores Planes. Como señala el Informe del Consejo Económico y Social  (43) , «pese al esfuerzo programático, la repercusión de estos planes no ha llegado a alcanzar la totalidad de los objetivos previstos, de forma que el peso de la vivienda protegida, lejos de crecer, ha disminuido en los últimos años». Para este organismo, la experiencia de los planes demuestra que: la dificultad más importante para la promoción de viviendas protegidas ha sido la escasez y carestía de suelo urbanizado, muy alejado de los precios máximos para este tipo de vivienda. Por otra parte, y como consecuencia de aquello, hasta 2001 las actuaciones realizadas en virtud de los Planes han estado relacionadas con la construcción de viviendas de Régimen general.

3.2.3.  Las políticas autonómicas y de otros entes territoriales

La política de vivienda es una de las principales competencias exclusivas, en los términos descritos en un punto anterior, que la Constitución ha otorgado a las Comunidades Autónomas. Tanto éstas como los Municipios, que residualmente también disponen de posibilidades de intervención, se han ocupado muy especialmente de esta materia.

No es de extrañar que las Comunidades Autónomas hayan desarrollado sus propias políticas autonómicas de vivienda y de urbanismo, además del dictado de legislación complementaria a los planes de vivienda estatales.

No obstante, a pesar de la importante actividad legislativa y normativa, en general, de estos entes territoriales  (44) , el desarrollo de las medidas adoptadas y su análisis excedería con mucho los objetivos y límites que se pretenden en este trabajo y, particularmente, en esta modesta introducción.

4.  La vivienda en la imposición estatal

Al margen de las políticas de promoción pública que pretenden un desarrollo efectivo del derecho a la vivienda digna, el legislador actuará también desde la perspectiva fiscal. A este respecto, las medidas fiscales actualmente vigentes pueden desempeñar un doble orden de finalidades: aquellas que fundamentalmente se dirigen a la promoción del derecho y las que su principal objetivo consiste en evitar un excesivo gravamen sobre este tipo de bien.

Así, la más conocida medida de promoción la constituye la deducción por inversión en vivienda habitual regulada en el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas. Deducción que, como veremos, lo es para la adquisición y rehabilitación de la vivienda sin que quepan deducciones por otros conceptos que no impliquen la tenencia de la vivienda en propiedad. Se ha criticado duramente esta situación, destacando la ausencia de medidas fiscales de promoción del derecho a una vivienda digna, por ejemplo, en régimen de alquiler. Sobre esta situación, el legislador estatal ha querido intervenir a través del diseño de medidas como fue la introducción de un régimen especial en el Impuesto sobre Sociedades para las entidades dedicadas al arrendamiento de viviendas.

Por otra parte, el legislador fiscal propone al contribuyente un conjunto de medidas que pretenden aminorar la presión fiscal existente actualmente sobre la fiscalidad inmobiliaria, al menos, en cuanto dichos bienes inmuebles sean considerados vivienda habitual. Será el caso de la exclusión de la vivienda habitual del régimen de imputación de las rentas de disfrute en el IRPF, o el mismo impuesto, la moderación de los efectos de la inflación en el cálculo de las plusvalías inmobiliarias; o bien, las facilidades para la transmisión de la vivienda entre parientes —bonificación en el ISD—, o por los mayores de sesenta y cinco años o por personas en situación de dependencia severa o de gran dependencia —exención en el IRPF— y otras que iremos desgranando en este apartado.

Como podrá observarse, nos hemos limitado a hacer un recorrido por las principales medidas tributarias estatales sobre la vivienda debido a los límites preestablecidos en el desarrollo de esta monografía, aunque es de justicia reconocer la importante y destacada acción que las Comunidades Autónomas están realizando en la actualidad.

4.1.  La vivienda en la imposición directa

4.1.1.  Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y la vivienda

Este impuesto concentra el mayor y más potente número de medidas en favor de la vivienda, las principales de ellas serán objeto principal de este trabajo. Ahora bien, como señala el Segundo Informe Lagares  (45) , este Impuesto contiene poderosos instrumentos para facilitar la adquisición de la propia vivienda a los contribuyentes y para no poner obstáculos fiscales a su enajenación y a la adquisición simultánea de otra nueva, sin embargo, carece de medidas lo suficientemente importantes en relación con otro tipo de relación patrimonial con las viviendas, tales como el arrendamiento, el usufructo u otras.

En general las políticas fiscales sobre los inmuebles destinados a viviendas se han instrumentado en el Impuesto a través de medidas que afectan al cálculo de las rentas y ganancias patrimoniales y otras utilidades que se deriven de este tipo de bienes como a través de un conjunto de beneficios fiscales que se relacionarán con una política de incentivos fiscales dirigida y orientada por las respectivas políticas nacional y autonómica.

Puede distinguirse que las medidas relacionadas con vivienda se proyectan con mayor intensidad cuando esta vivienda es la vivienda habitual del contribuyente. Así, para determinar la correspondiente ganancia o pérdida patrimonial derivada de toda vivienda —en general, de cualquier bien inmueble— se actualizará su valor de adquisición, mediante la aplicación de los coeficientes que se establezcan en la correspondiente Ley de Presupuestos Generales del Estado al objeto de compensar los perniciosos efectos de la inflación. En relación con este cálculo, todavía siguen vigentes dos regímenes que son especialmente beneficiosos para inmuebles adquiridos antes de 31 de diciembre de 1994  (46) .

Pero además la vivienda habitual, tal y como viene definida en la propia Ley del Impuesto, se beneficiará de otro tipo de medidas como la exclusión del régimen especial de imputación de rentas inmobiliarias previsto en el art. 85 de la citada norma.

Por otra parte, debido a que la vivienda habitual es objeto de ayudas a su adquisición, rehabilitación, etc., por parte de la propia Administración, desde la perspectiva del Impuesto dichos ingresos no dejan de tener la consideración de ganancia patrimonial, sujeta y no exenta, ahora bien, se articula una medida que trata de atenuar la progresividad del impuesto al preverse una regla especial de imputación temporal. No obstante, hay que señalar el reducido ámbito al que se limita dicha medida, pues ésta se dirige a posibilitar, a elección del contribuyente, la imputación por cuartas partes de las ayudas —exclusivamente las públicas— percibidas como compensación por los defectos estructurales de construcción de la vivienda habitual y destinadas a la reparación de la misma —art. 14.1 g) de la Ley— y ayudas procedentes del Estado, incluidas en los planes estatales para el acceso por primera vez a la vivienda en propiedad (ayuda AEDE) —art. 14.1 i) de la Ley— por lo que un gran número de ayudas públicas cuyo objeto se dirige a la adquisición y otro tipo de actividades de rehabilitación no se verán favorecidas por esta imputación cuatrienal.

En resumen, como puede apreciarse, todas estas previsiones están relacionadas con la inversión en vivienda, esto es, cuando la vivienda forma parte del patrimonio del contribuyente.

En cambio, la política de incentivos y otro tipo de medidas fiscales en relación con la vivienda en alquiler ha estado bastante abandonada. En torno a la vivienda en alquiler, el citado segundo informe Lagares dentro del objetivo general de conseguir una mayor movilidad del trabajo exponía una serie de propuestas que, en su opinión, serían precisas para salvar el déficit de vivienda en alquiler en España  (47) .

A tales efectos ha de tenerse en cuenta que la normativa hoy vigente mantiene un tratamiento tributario diferenciado para los rendimientos derivados del arrendamiento de viviendas según cual sea la condición del arrendador —persona física, contribuyente por el IRPF o persona jurídica, sujeto del Impuesto sobre Sociedades— y, ya en el ámbito del IRPF, dependiendo de si la explotación de la vivienda o viviendas en alquiler puede alcanzar la calificación de actividad económica.

Este distinto tratamiento tributario, que incide muy directamente en el rendimiento neto derivado del alquiler de las viviendas, se concreta básicamente en tres aspectos de importancia a la hora de valorar esos rendimientos netos a efectos impositivos.

El primero de ellos se refiere a la imputación fiscal de rendimientos por las viviendas no alquiladas, que no se produce ni en el IRPF cuando la explotación se organiza como actividad económica reconocida ni tampoco en el Impuesto de Sociedades pero que, sin embargo, se produce en el IRPF en el caso de que la referida explotación no se organice bajo la forma de actividad económica, cumpliendo los requisitos establecidos para ello.

El segundo, a la deducción como gastos de los intereses de los capitales ajenos necesarios para la financiación de la vivienda, que se permite sin límite en el Impuesto de Sociedades y en el IRPF cuando la explotación se organiza como actividad económica y que, sin embargo, en este último impuesto cuando tal calificación no se logra sólo se permite limitadamente, así, juntamente con el resto de los gastos deducibles hasta el importe de los rendimientos de capital mobiliario.

El tercero, a la amortización de la vivienda, sometida a un tipo fijo del 3 por 100 en el IRPF  (48)  cuando no se logra la calificación como actividad económica y que, por el contrario, disfruta en los otros dos casos de tipos más elevados e, incluso, de regímenes especiales de libertad de amortización o de amortización acelerada.

Ello conduce a una tributación más elevada de quienes alquilan viviendas lo que unido a los riesgos de impago del alquiler por parte de los inquilinos, a los costes y dificultades con que se enfrenta el propietario para exigir el resarcimiento de los daños producidos por el inquilino o para conseguir la disponibilidad de la vivienda  (49) , provoca el retraimiento de la oferta.

Es escasa la actividad del legislador sobre estos problemas. Tímidamente se han ido introduciendo algunas medidas. Así, la incorporación de un régimen especial en el Impuesto sobre Sociedades para las entidades que se dediquen al alquiler de viviendas, al que nos referiremos más adelante. O el incremento del porcentaje máximo para la amortización de la vivienda arrendada, del que hablábamos anteriormente, que se elevó del 2 al 3 por ciento  (50)  y que el vigente Reglamento del Impuesto ha mantenido.

El arrendamiento de vivienda, no obstante, sigue siendo el gran olvidado de la reforma emprendida con la Ley 35/2006 en la que inicialmente sólo se incorporó una reducción del ciento por ciento para los rendimientos de capital inmobiliario obtenidos del arrendamiento de una vivienda a jóvenes menores de 35 años y con escasos recursos, sin que el propio inquilino, a su vez, tuviese derecho a algún beneficio fiscal tipo deducción en la cuota del impuesto, medida que sí existía en la Ley 18/1991 y que desapareció con ella. Ello ha sido remediado por la Ley 51/2007, de 26 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 2008, que introduce la deducción por alquiler de la vivienda habitual con efectos desde el 1 de enero de 2008 y vigencia indefinida.

4.1.2.  El Impuesto sobre el Patrimonio y la vivienda

Si bien entre las últimas medidas adoptadas, el Gobierno de la Nación ha eliminado el gravamen de este impuesto  (51)  y la obligación de presentar declaración por él, tanto en la imposición personal como en la real no podemos dejar de aludir a este impuesto como testimonio de ciertos aspectos relativos al concepto de «vivienda habitual» previsto en el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y su conexión con el resto del sistema impositivo.

De acuerdo con el art. 4.Nueve de la Ley del Impuesto sobre el Patrimonio estaban exentos de este impuesto, «La vivienda habitual del contribuyente, según se define en el art. 55.1.3.º de la Ley 40/1998, de 9 de diciembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, hasta un importe máximo de 25.000.000 de pesetas (150.253,03 euros)»  (52) . Obviamente, la referencia al concepto de vivienda habitual debía entenderse realizada al contenido en la vigente Ley del Impuesto sobre la Renta.

El rasgo más característico de dicha exención era su carácter parcial o limitado, alcanzando únicamente a un valor máximo de 150.253,03 euros. Para ÁLVAREZ MARTÍNEZ  (53)  esta limitación «resulta incongruente con la justificación que, de tal exención, se efectúa en las Exposiciones de Motivos de las normas referidas; a saber, que su introducción tiene como objetivo culminar la reforma del IRPF en lo que se refiere al tratamiento de la vivienda habitual, pues de haberse perseguido la consecución real de dicho fin entendemos que la exención que venimos examinando debería haber sido total, o lo que es igual, sin limitación alguna de cuantía».

Esta limitación, además, suscitaba dudas en su aplicación en aquellos casos en que un mismo inmueble no perteneciese de modo pleno y exclusivo a una sola persona. Esto es, por ejemplo, en los casos de dominio dividido —usufructo y nuda propiedad—, o más sencillamente, de copropiedad. En tales casos cabía plantearse si la exención iba referida a la vivienda en sí misma considerada computándose una sola vez con independencia del número de sujetos que ostentase un derecho sobre la misma (o sobre parte de ella) o si bien cabría entender que cada uno de los sujetos que tuviese un derecho sobre la vivienda podría aplicarse de modo individual e íntegramente el importe de la exención.

De acuerdo con la doctrina  (54) , ambas interpretaciones podrían ser igualmente defendibles por encontrarse argumentos suficientes en favor de una u otra posición. No obstante, para ÁLVAREZ MARTÍNEZ la interpretación más adecuada al texto legal era la segunda de las enumeradas, a pesar de que, a su juicio, el objetivo inicial del legislador fuera referenciar el límite cuantitativo a la vivienda como inmueble individualizado, es decir, con independencia de los diversos derechos que sobre la misma recayesen  (55) .

Todo ello hacía que la mención que se realizaba al contribuyente permitía interpretar que tal exención sería aplicable de forma individual e íntegramente, tanto a cada uno de los copropietarios de la referida vivienda como a los diversos titulares de los derechos de uso y disfrute y de nuda propiedad que recayesen sobre la misma. En este sentido CORDÓN EZQUERRO  (56) , quien afirmaba que como el Impuesto sobre el Patrimonio era un impuesto individual este límite operará para cada persona física.

Por nuestra parte compartimos la conclusión acerca de la interpretación de la exención, pues entendemos que era la más acorde con los presupuestos del propio Impuesto sobre el Patrimonio.

Esta limitación obligaría, asimismo, a establecer la forma en que habrían de computarse las deudas que pesasen sobre la vivienda habitual ya que, de acuerdo con el apartado tercero del art. 25 de la Ley del Impuesto sobre el Patrimonio, introducido en la citada reforma— en ningún caso serían objeto de deducción las deudas contraídas para la adquisición de bienes o derechos exentos. Cuando la exención fuese parcial, sería deducible, en su caso, la parte proporcional de las deudas. A este respecto, las operaciones de cálculo consistirían en la determinación de la parte proporcional que correspondiese al valor del bien y al valor de la deuda existente, respecto de la cuantía de la exención y de la cantidad no deducible de la deuda  (57) .

Sin embargo, el punto más conflictivo venía dado por la remisión al concepto de vivienda habitual que a tenor del art. 4.Nueve de la Ley del Impuesto sobre el Patrimonio era el definido en el art. 68.1 3.º de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre.

A nuestro juicio, el concepto de vivienda habitual tal y como lo prevé la Ley y el Reglamento del Impuesto sobre la Renta viene, decisivamente, influenciado y condicionado por los beneficios fiscales que dichas normas se desarrollan. Así pues, la aplicación íntegra del concepto —que nosotros hemos denominado amplio— de vivienda habitual a las restantes figuras tributarias del sistema que hacen referencia a este elemento nos resulta excesivamente compleja.

Será preciso establecer, dentro del concepto de vivienda habitual regulado en el Impuesto sobre la Renta, aquel contenido que podría tener un alcance general para evitar los problemas que una integración de un concepto previsto y regulado para un concreto impuesto, pudiera causar al aplicarse a otros tributos cuyos presupuestos forzosamente son distintos.

En conclusión, el concepto de vivienda habitual al que se refería el Impuesto sobre el Patrimonio a pesar de la remisión efectuada a la Ley de Renta habría de adquirir unos contornos propios que, por ejemplo, impedirían el absurdo que se produciría a los efectos del Impuesto sobre el Patrimonio en aquellos casos de división del dominio —usufructo y nuda propiedad, frecuentemente, entre cónyuges o miembros de una misma familia— en los que, de acuerdo con lo que más adelante veremos acerca del concepto de vivienda habitual, ninguno de los dos titulares tendría derecho a la exención en el Impuesto sobre el Patrimonio, al requerir el concepto de vivienda habitual del IRPF de la condición de propietario de pleno derecho. O también para resolver si los anexos de la vivienda también podrían verse favorecidos por la exención.

4.1.3.  El Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones y la vivienda

En el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones encontramos una medida fiscal que se enmarca, al menos formalmente, en el conjunto de previsiones relativas a la protección de la vivienda habitual.

En este caso se trata de una importantísima reducción en la base imponible del Impuesto regulada por el art. 20.2 c) párrafo tercero de la Ley 29/1987, de 18 de diciembre, del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones. A tenor de esta disposición «Del mismo porcentaje de reducción (esto es, del 95%), con el límite de 122.606,47 euros para cada sujeto pasivo y con el requisito de permanencia señalado anteriormente (esto es, diez años siguientes al fallecimiento del causante) gozarán las adquisiciones mortis causa de la vivienda habitual de la persona fallecida, siempre que los causahabientes sean cónyuge, ascendientes o descendientes de aquél, o bien pariente colateral mayor de sesenta y cinco años que hubiese convivido con el causante durante los dos años anteriores al fallecimiento»  (58) .

Obsérvese que la reducción únicamente afecta a las transmisiones mortis-causa generándose así una evidente diferencia de trato con los supuestos en los que se disponga de la vivienda en vida. Para un sector doctrinal la razón residiría en que la primera es la que tiene una «mayor justificación social por evitar determinadas situaciones en las que, el cónyuge superviviente y sus hijos, debían soportar una considerable carga tributaria por el hecho de haber concentrado todo el ahorro familiar en la vivienda habitual»  (59) . 

La intelección de esta reducción plantea algunas de las numerosas dudas que el concepto de vivienda habitual presenta en relación con el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, pero incrementadas, puesto que el entorno en el que se sitúa es otro bien distinto. Así sucede con los anexos que, en su caso, acompañaron la adquisición de la vivienda y que a los efectos del Impuesto sobre la Renta integran, en determinadas condiciones, el concepto de inversión en vivienda habitual. A este respecto, la doctrina está dividida, como pone de manifiesto CARO ROBLES  (60) , concluyendo, no obstante, que dada la estanqueidad entre los distintos tributos no es obstáculo que en el IRPF sí puedan deducirse y, al mismo, tiempo negar la reducción en el ISD.

En cuanto a los requisitos de ocupación y permanencia en la vivienda ínsitos al concepto de vivienda de la Ley del Impuesto sobre la Renta debe notarse que vienen referidos al causante, constituyendo el fallecimiento una de las causas que expresamente ha contemplado la norma para eximir del cumplimiento de estas condiciones temporales sin que ello suponga la pérdida de la condición de habitual de la vivienda.

Por otra parte, la reducción presenta otras numerosas cuestiones más propias del régimen mismo de la reducción. Así, desde su aparición se discutió sobre si el requisito de la convivencia habría de predicarse exclusivamente del pariente colateral o de todas las personas mencionadas con derecho a ella, concluyéndose que sólo a aquél venía referida tal condición.

También resulta fundamental determinar, de una forma similar a la vista en torno al Impuesto sobre el Patrimonio, el alcance del límite cuantitativo de la reducción. Caben dos interpretaciones, como en aquel impuesto, o entender que el límite viene referido por cada sujeto pasivo e independientemente de la cuota o porción de vivienda que le sea asignada, o bien, si la transmisión de la vivienda no es total se debería practicar la reducción en proporción a la cuota asignada. Al respecto, la doctrina preferentemente parece inclinarse por la primera de las soluciones.

La permanencia en el patrimonio de los adquirentes ha sido objeto de diversas precisiones doctrinales. La Administración en este sentido ha resuelto que la Ley únicamente exige que la adquisición se mantenga durante los diez años siguientes al fallecimiento pero no que el destino de la misma deba ser la vivienda habitual del causahabiente.

Finalmente, mayor complicación reviste la interpretación administrativa en la aplicación de la reducción por su conexión con el requisito de la permanencia. A esta problemática alude CARO ROBLES  (61)  entendiendo que este criterio administrativo se aleja de la letra de la Ley pues el cumplimiento del requisito de la permanencia afectará, para bien o para mal, a todos los causahabientes, perdiendo el derecho si se produce una transmisión a terceros pero no en el caso de que se transmitan las cuotas entre ellos.

Al margen de esta disposición, en el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones no se halla ninguna otra previsión relacionada con las adquisiciones de vivienda, sea o no, habitual.

4.1.4.  El régimen especial en el Impuesto sobre Sociedades para viviendas en alquiler

El régimen especial de Entidades dedicadas al arrendamiento de viviendas regulado en el Capítulo III, del Título VII (arts. 53 y 54) del vigente Texto Refundido de la Ley del Impuesto sobre Sociedades tiene su origen en el Real Decreto-ley 2/2003, de 25 de abril, de Medidas de reforma financiera  (62) . De acuerdo con la Exposición de Motivos de esta norma resultaba necesario impulsar el mercado de arrendamiento de vivienda, para dar respuesta a la acuciante demanda social a fin de contar con un parque asequible de viviendas en alquiler y facilitar con ello la movilidad geográfica de los trabajadores y el acceso a la vivienda de jóvenes e inmigrantes.

No obstante, el régimen especial en su redacción originaria resultó ser un fracaso de modo que el legislador habría de dulcificar notablemente los requisitos impuestos a las entidades que se acogieran a este régimen especial y mejorar y simplificar los beneficios fiscales asociados al citado régimen.

De esta forma, el régimen especial fue redactado de nuevo por el artículo cuatro, apartado primero de la Ley 23/2005, de 18 de noviembre, de reformas en materia tributaria para el impulso a la productividad, con efectos para los períodos impositivos que se iniciasen a partir de la fecha de entrada en vigor de esta norma, esto es, a partir del 20 de noviembre de 2005. La modificación se enmarcaba en el objetivo común que impulsaba la citada norma, atacar una debilidad estructural de la economía española y atajar la escasa contribución de la productividad al crecimiento. Una de las medidas de impulso de la productividad se orientó hacia la estimulación de la oferta de alquiler de viviendas.

En este sentido, junto con las modificaciones introducidas a este régimen especial, se incluyó en el mismo Impuesto sobre Sociedades un nuevo tipo de instituciones de inversión colectiva de carácter inmobiliario que podrían desarrollar la actividad de promoción inmobiliaria de viviendas para destinarlas al arrendamiento, resultándoles aplicable un tipo de gravamen del uno por ciento y, al mismo tiempo, en el Impuesto sobre el Valor Añadido y en el Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados se rebajaba el gravamen procedente. Así, en el IVA se suprimió el tipo del 4 por ciento aplicable a las viviendas adquiridas por las entidades dedicadas al arrendamiento de viviendas, y en el ITPAJD se ampliaba la exención y la bonificación previstas para las instituciones de inversión colectiva inmobiliarias a aquellas instituciones entre cuyas actividades se encontrase la promoción de inmuebles para su arrendamiento. Asimismo, se rebajaba temporalmente el importe de los derechos arancelarios exigibles por la realización de operaciones relativas a este régimen  (63) .

El régimen especial contemplado en la Ley tiene carácter opcional y será de aplicación a aquellas entidades que tengan por actividad económica principal el arrendamiento de viviendas situadas en territorio español que hayan construido, promovido o adquirido. Por tanto, esta actividad es compatible con la realización de otras actividades complementarias y con la transmisión de los inmuebles arrendados una vez que haya transcurrido el período mínimo de mantenimiento de siete años  (64) .

El ejercicio de la opción ha de comunicarse a la Administración tributaria y supone la incompatibilidad con los restantes regímenes especiales regulados en la Ley, excepto el de consolidación fiscal, transparencia fiscal internacional y el de fusiones, escisiones, aportaciones de activo y canje de valores y el de determinados contratos de arrendamiento financiero. Si estas entidades pudieran acogerse a los beneficios fiscales previstos para las empresas de reducida dimensión, deberán optar por aplicar dichos incentivos o los previstos para este régimen especial.

En cuanto a qué ha de entenderse por arrendamiento, la Ley del Impuesto sobre Sociedades se remite al concepto definido en el art. 2.1 de la Ley 29/1994, de 24 noviembre, de Arrendamientos Urbanos, debiendo cumplirse tanto los requisitos como las condiciones establecidas en dicha norma para los contratos de arrendamiento de vivienda  (65) . A estos efectos, la Ley del Impuesto asimila a viviendas, el mobiliario, los trasteros, las plazas de garaje con el máximo de dos, y cualesquiera otras dependencias, espacios arrendados o servicios cedidos como accesorios de la finca por el mismo arrendador, excluidos los locales de negocio, siempre que unos y otros se arrienden juntamente con la vivienda.

La aplicación de este régimen exige el cumplimiento de una serie de requisitos, entre los que podemos destacar el que la entidad deberá ofrecer un número mínimo de viviendas para arrendamiento, que en cada período impositivo nunca podrá ser inferior a diez. La superficie construida de cada vivienda no podrá exceder de 135 m² y deben ofrecerse en alquiler durante al menos siete años. Por otra parte se exige que las actividades de promoción inmobiliaria y de arrendamiento tengan una contabilización separada para cada inmueble adquirido o promovido.

La renta neta obtenida por estas entidades se verá favorecida por una importante bonificación en la cuota del Impuesto. Así, con carácter general, tendrá una bonificación del 85 por ciento la parte de cuota íntegra que corresponda a las rentas derivadas del arrendamiento de viviendas que cumplan con los requisitos vistos anteriormente. El porcentaje se eleva al 90 por ciento cuando se trate de arrendamiento a discapacitados y como consecuencia de ello se hayan efectuado las obras e instalaciones de adecuación precisas, certificadas por la Administración competente. A estos efectos la Ley del Impuesto de Sociedades se remite a la de Renta.

Por otra parte, a los dividendos o participaciones en beneficios distribuidos con cargo a las rentas a las que haya resultado de aplicación la bonificación señalada, cualquiera que sea la entidad que los distribuya, el momento en el que el reparto se realice y el régimen fiscal aplicable a la entidad en ese momento, les será de aplicación la deducción para evitar la doble imposición regulada en el art. 30.1 del texto refundido de la Ley del Impuesto  (66) . No obstante, la deducción prevista en el art. 30.5 de la Ley del Impuesto aplicable a las rentas derivadas del texto refundido de la transmisión de valores representativos del capital o de los fondos propios de entidades residentes en territorio español que hayan aplicado este régimen y que se correspondan con reservas procedentes de beneficios no distribuidos bonificados, se reducirá en un 50 por ciento.

4.2.  La vivienda en la imposición indirecta

4.2.1.  Medidas fiscales en el Impuesto sobre el Valor Añadido

En el Impuesto sobre el Valor Añadido, por su carácter de impuesto real, la condición de habitual o no de la vivienda no es relevante.

El tratamiento de la vivienda en este impuesto no pretende realizar ningún objetivo de corte social con excepción de la reforma del tipo de gravamen operada sobre determinadas transmisiones de inmuebles cuyo destino fuera su arrendamiento para vivienda. Las exenciones inmobiliarias previstas en el art. 20.Uno 21.º y 22.º tienen más bien un carácter técnico que se relaciona con el particular tratamiento de la urbanización de terrenos a través de los sistemas de Compensación o de Reparcelación, o bien, se trata de una medida de coordinación entre este Impuesto y el de Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados.

Pero en los últimos años empieza a cambiar esta tendencia. Así, en 2002 se rebajó el tipo de gravamen al 7 por ciento, en las ejecuciones de obras que tuvieran por objeto la construcción o rehabilitación de edificaciones o partes de las mismas destinadas a viviendas, incluyendo los anejos.

Más tarde, la reforma en favor de una mayor oferta de viviendas para ser destinadas a alquiler realizada por el Real Decreto-ley 2/2003, de 25 de abril, de Medidas de reforma financiera se proyectó también en este Impuesto. La medida también consistió en reducir el tipo de gravamen —al 4 por ciento— aplicable a las adquisiciones de viviendas calificadas administrativamente como de protección oficial de régimen especial o de promoción pública, cuando las entregas se efectúen por los promotores de las mismas, incluidos los garajes —sin exceder de dos— y anexos situados en el mismo edificio que se transmitan conjuntamente.

Asimismo, gozarán de esta rebaja en el tipo de gravamen las viviendas que sean adquiridas por las entidades que se acojan al régimen especial de Entidades dedicadas al arrendamiento de viviendas previsto en el Texto Refundido de la Ley del Impuesto sobre Sociedades, siempre que las rentas derivadas del posterior arrendamiento de la vivienda puedan beneficiarse de la bonificación en la cuota íntegra del Impuesto sobre Sociedades prevista en el citado régimen.

4.2.2.  Medidas fiscales en el Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados

El tratamiento de la vivienda en el Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados se relaciona directamente con el ofrecido en relación con el Impuesto sobre el Valor Añadido debido a las necesarias relaciones de coordinación que surgen entre ambos impuestos.

Así pues, en paralelo a las exenciones inmobiliarias del IVA, el art. 45.I B) 7.º prevé la exención del Impuesto para las transmisiones de terrenos a las Juntas de Compensación y en los supuestos de reparcelación.

De otra parte, también se declara exento un conjunto de hechos imponibles que giran en torno a un tipo concreto de vivienda, aquélla que cuenta con algún régimen de protección oficial. Así, el art. 45.I B) 12.º de la Ley declara exentos los siguientes hechos: la transmisión de solares y la cesión del derecho de superficie para la construcción de edificios en régimen de protección oficial; las escrituras públicas otorgadas para formalizar actos y contratos relacionados con viviendas de protección oficial en cuanto al gravamen sobre actos jurídicos documentados; la primera transmisión ínter vivos del dominio de las viviendas de protección oficial siempre que tenga lugar dentro de los seis años siguientes a la fecha de su calificación definitiva; los préstamos hipotecarios o no, solicitados para su construcción antes de la calificación definitiva; la constitución, ampliación de capital, fusión y escisión de sociedades cuando la sociedad resultante de estas operaciones tenga por exclusivo objeto la promoción o construcción de edificios en régimen de protección oficial.

Para el reconocimiento del beneficio en relación con la transmisión de solares y la cesión del derecho de superficie bastará que se consigne en el documento que el contrato se otorga con la finalidad de construir viviendas de protección oficial y quedará sin efecto si transcurriesen tres años a partir de dicho reconocimiento sin que obtenga la calificación provisional.

La exención se entenderá concedida con carácter provisional y condicionada al cumplimiento de los requisitos que en cada caso exijan las disposiciones vigentes para esta clase de viviendas. A este respecto, entendemos que dada la distribución competencial sobre la materia, habrían de beneficiarse también los hechos imponibles realizados bajo los regímenes de protección creados por las respectivas Comunidades Autónomas.

Por otra parte, no debe olvidarse que el número 2.º de la letra C) del citado art. 45.I ratifica la vigencia de los beneficios fiscales que en relación con este Impuesto se establecen en el Real Decreto-ley 12/1980, de 26 de septiembre, sobre actuaciones del Estado en materia de Viviendas de Protección Oficial. Y también los previstos en la Ley 20/1990, de 19 de diciembre, sobre Régimen Fiscal de las Cooperativas, en relación con las cooperativas de viviendas.

Finalmente, aunque se trata más bien de una bonificación de corte general, el art. 45.I B) 4.º declara la exención de las actas de entrega de cantidades por las entidades financieras, en ejecución de escrituras de préstamo hipotecario, cuyo impuesto haya sido debidamente liquidado o declarada la exención procedente. Además, se introdujeron nuevos beneficios fiscales en la novación modificativa de los préstamos hipotecarios, declarándose estas operaciones exentas de la modalidad gradual de Actos Jurídicos Documentados en determinadas condiciones  (67) .

Al margen de estas medidas fiscales previstas en el ámbito de la imposición estatal, es de notar la abundante producción legislativa que en relación con la fiscalidad de la vivienda han dictado las Comunidades Autónomas. No obstante, como hemos señalado, el análisis de las medidas autonómicas se encuentra fuera de los objetivos y límites trazados para este trabajo. Ahora bien, determinados aspectos estudiados en este momento habrán de servir como punto de partida para la interpretación y exégesis de las disposiciones autonómicas; este es el caso, por ejemplo, del concepto de vivienda habitual en el que seguidamente nos detendremos.
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	 Ver Texto 




	 (42) 

	De acuerdo con el art. 19 del Plan se crea el Consejo del Plan Estatal de Vivienda y Rehabilitación con el objeto, además, de garantizar la participación social. Junto a éste, son órganos de seguimiento del Plan, la Conferencia Sectorial de Vivienda; la Comisión Multilateral de Vivienda y las respectivas Comisiones bilaterales de seguimiento.


	 Ver Texto 




	 (43) 

	Informe CES, núm. 3/2002, pág. 113.


	 Ver Texto 




	 (44) 

	Pueden consultarse las medidas adoptadas, si bien hasta el año 2002, en el citado Informe CES, núm. 3/2002, págs. 123 y ss. Las medidas tributarias que suponen el ejercicio de las competencias de las Comunidades Autónomas en tributos cedidos se resumen anualmente en la página web de la Agencia Estatal de la Administración Tributaria (www.aeat.es).


	 Ver Texto 




	 (45) 

	AA.VV., Informe para la reforma del Impuesto sobre la Renta..., op. cit., pág. 104.


	 Ver Texto 




	 (46) 

	Véase la disposición transitoria novena de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del IRPF.


	 Ver Texto 




	 (47) 

	Las medidas se enmarcaban dentro del objetivo de la movilidad de los trabajadores porque se constató que la escasez general de oferta de viviendas en alquiler unida a los elevados precios de la vivienda y otros factores de carácter social determinaban una alta inmovilidad geográfica del factor trabajo.


	 Ver Texto 




	 (48) 

	Véanse los arts. 13 y 14 del Reglamento del Impuesto sobre la Renta.


	 Ver Texto 




	 (49) 

	El informe de la Comisión Lagares proponía mejorar la regulación actual de los rendimientos del capital inmobiliario procedentes del arrendamiento de bienes inmuebles urbanos que se destinen a vivienda. A tal efecto se señalaba como posible solución que el rendimiento derivado del alquiler por sus propietarios directamente de una o dos viviendas como máximo pudiera ser estimado mediante la aplicación de un coeficiente de gastos sobre los ingresos realmente obtenidos. Ese coeficiente incluiría siempre una estimación hipotética de intereses, incluso cuando la vivienda ya hubiese finalizado su financiación, y un porcentaje de amortización relativamente elevado para favorecer esta actividad y aumentar la oferta de viviendas en alquiler. Al mismo tiempo, la explotación de tres o más viviendas en alquiler debería organizarse obligadamente bajo la forma de actividad económica independiente, con rendimientos estimados de forma directa mediante los oportunos registros y conservación de justificantes, y sin que para ello sean exigibles los requisitos actuales en cuanto a local independiente y persona encargada de la gestión. AA.VV., Informe para la reforma del Impuesto sobre la Renta..., op. cit., págs. 106-107.


	 Ver Texto 




	 (50) 

	Así, la modificación de la Ley del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas efectuada por la Ley 46/2002, de 18 de diciembre y de su Reglamento —RD 27/2003, de 10 de enero—, reforma el art. 21 de la Ley del impuesto, el cual incluye específicamente, además del aumento del 2 al 3 por ciento del porcentaje máximo para la amortización de la vivienda arrendada, una medida directamente pensada para los arrendadores de vivienda, puesto que estos podrán reducir a la mitad el rendimiento neto del capital inmobiliario producido por el arrendamiento de estas viviendas.


	 Ver Texto 




	 (51) 

	Véase el art. 3 de la Ley 4/2008, de 23 de diciembre, por el que se suprime el gravamen del Impuesto sobre el Patrimonio, se generaliza el sistema de devolución mensual en el IVA y se introducen otras modificaciones en la normativa tributaria. Tal supresión ha consistido en la modificación de la Ley 19/1991, de 6 de junio por la que se da nueva redacción al art. 33 de la citada ley, de modo que se incorpora al Impuesto una bonificación general de la cuota íntegra del impuesto, derogándose otros preceptos relacionados como son los arts. 6, 36, 37 y 38 y la disposición transitoria. La entrada en vigor de esta medida se retrotrajo al 1 de enero de 2008.


	 Ver Texto 




	 (52) 

	Esta exención fue introducida por el Real Decreto-ley 3/2000, de 23 de junio, de medidas fiscales urgentes de estímulo al ahorro familiar y a la pequeña y mediana empresa. Convalidado, posteriormente, por la Ley 6/2000, de 13 de diciembre, cuyo texto es idéntico en lo fundamental.


	 Ver Texto 




	 (53) 

	ÁLVAREZ MARTÍNEZ, J., «Los Impuestos sobre el Patrimonio y sobre la Renta de las Personas Físicas, examen de algunas de las modificaciones más significativas introducidas en dichos impuestos por el Real Decreto-Ley 3/2000 y la Ley 6/2000, por los que se aprueban medidas fiscales urgentes de estímulo al ahorro familiar y a la pequeña y mediana empresa», Carta Tributaria, monografías, núm. 5, 2002, pág. 9.


	 Ver Texto 




	 (54) 

	ÁLVAREZ MARTÍNEZ, J., «Los Impuestos sobre el Patrimonio y sobre la Renta de las Personas Físicas, examen de algunas de las modificaciones...», op. cit., págs. 9 y ss.


	 Ver Texto 




	 (55) 

	Los argumentos en favor de esta posición se cifraban en los tres siguientes. En primer lugar, el Impuesto sobre el Patrimonio tenía por objeto someter a gravamen la mera titularidad de un determinado bien o derecho de contenido económico, al margen de cualquier otra interpretación; por tanto, los derechos sobre la vivienda habitual también deberían beneficiarse de la exención prevista para este tipo de bien. En segundo lugar, el precepto citado hablaba expresamente de la vivienda habitual del contribuyente, figura que tenía en el Impuesto un estricto carácter individual, persona física titular de un patrimonio neto. Y, en tercer lugar, la remisión al concepto de vivienda habitual regulado en el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas ya que, a su juicio, lo que con carácter general determina que un concreto inmueble sea reputado como vivienda habitual no es la circunstancia de que un sujeto pueda disfrutar de la misma con base en un determinado título civil que, según derecho, se lo permita, sino el dato objetivo de la residencia efectiva en la misma durante un plazo continuado de tres años.


	 Ver Texto 




	 (56) 

	CORDÓN EZQUERRO, T., «Novedades introducidas en el IRPF, IP e IRNR», Revista de Estudios Financieros, núm. 215, 2000, pág. 55.


	 Ver Texto 




	 (57) 

	Véase el ejemplo propuesto por ÁLVAREZ MARTÍNEZ, J., «Los Impuestos sobre el Patrimonio y sobre la Renta de las Personas Físicas, examen de algunas de las modificaciones...», op. cit., pág. 13, basado en la aplicación de una regla de tres.


	 Ver Texto 




	 (58) 

	Esta reducción se introdujo con la reforma realizada por el Decreto-ley 7/1996, de 7 de junio.


	 Ver Texto 




	 (59) 

	POZUELO ANTONI, F., «Las nuevas reducciones del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones (Leyes 13 y 14 de 1996)», Revista de Contabilidad y Tributación (Comentarios y casos prácticos), Estudios Financieros, núm. 172, 1997, pág. 80; CARO ROBLES, V., «La transmisión de la empresa y de la vivienda habitual en el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones», Revista de Estudios Financieros, núm. 223, 2001, pág. 150.


	 Ver Texto 




	 (60) 

	CARO ROBLES, V., «La transmisión de la empresa y de la vivienda habitual...», op. cit., pág. 151.


	 Ver Texto 




	 (61) 

	CARO ROBLES, V., «La transmisión de la empresa y de la vivienda habitual...», op. cit., págs. 155-156.


	 Ver Texto 




	 (62) 

	
Publicado en el BOE de 26 de abril. Fue posteriormente convalidado por la Resolución de 8 de mayo de 2003 (BOE, de 14 de mayo). La introducción de este régimen se debe en una buena parte a la propuesta formulada por el Segundo Informe Lagares en el que se denunciaba el distinto tratamiento tributario existente entre los arrendadores, en función de su condición —persona física o jurídica—, y ya dentro del ámbito del IRPF, dependiendo de si la explotación de la vivienda pueda alcanzar la calificación de actividad económica. En el citado Informe se señalaba que, «... no puede perderse de vista que la mayor parte de los propietarios que alquilan viviendas no lo hacen de forma masiva sino que se limitan a poner en alquiler una o, como mucho, dos viviendas de su propiedad, habitualmente no adquiridas para esa concreta finalidad sino que han podido quedar disponibles por otras razones bien distintas. De ahí que, debido al reducido número de unidades que alquilan y a su falta de estímulo y profesionalidad, no puedan organizar esa explotación bajo la forma de sociedad o como una actividad económica independiente, con lo que no tienen ningún incentivo para incrementar la oferta de viviendas en alquiler, que incluso en la regulación actual del IRPF quizá pueda considerarse como relativamente penalizada, agravando el problema de la escasez de estas viviendas». AA.VV., Informe para la reforma del Impuesto sobre la Renta..., op. cit., págs. 104-105.

Téngase en cuenta que este régimen especial surtiría efecto en los períodos impositivos que se iniciasen a partir de su entrada en vigor, el 27 de abril de 2003.



	 Ver Texto 




	 (63) 

	Véase a este respecto la disposición adicional primera de la Ley 23/2005, de 18 de noviembre.


	 Ver Texto 




	 (64) 

	En caso de realizarse actividades complementarias, al menos el 55 por ciento de las rentas del período impositivo, excluidas las derivadas de la transmisión de los inmuebles arrendados, deben tener derecho a la bonificación prevista en la propia norma.


	 Ver Texto 




	 (65) 

	De acuerdo con el citado precepto, «1. Se considera arrendamiento de vivienda aquel arrendamiento que recae sobre una edificación habitable cuyo destino primordial sea satisfacer la necesidad permanente de vivienda del arrendatario». Obsérvese que la referencia legal se refiere exclusivamente al apartado primero excluyendo el apartado segundo —que en la LAU también desarrolla el concepto de arrendamiento— que tiene una mayor amplitud que el querido por la LIS. A cuyo tenor, «2. Las normas reguladoras del arrendamiento de vivienda se aplicarán también al mobiliario, los trasteros, las plazas de garaje y cualesquiera otras dependencias, espacios arrendados o servicios cedidos como accesorios de la finca por el mismo arrendador». 


	 Ver Texto 




	 (66) 

	De acuerdo con la disposición adicional segunda de la Ley 23/2005, esta medida será de aplicación en los casos de distribución de dividendos y transmisión de las participaciones imputables a beneficios obtenidos por entidades que hubiesen aplicado el régimen de las entidades dedicadas al arrendamiento de viviendas en los períodos impositivos iniciados con anterioridad a la entrada en vigor de la referida Ley 23/2005.


	 Ver Texto 




	 (67) 

	Así, en la redacción del art. 9 de la Ley 2/1994, de 30 de marzo, sobre subrogación y modificación de préstamos hipotecarios dada por la Ley 36/2003, de 11 de noviembre, de medidas de reforma económica (BOE, de 12 de noviembre de 2003).


	 Ver Texto 
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